Daño moral / filiación / Sucesores

Expte. Nº 43577 L. E. I. Y L. R.C/ SUC. DE C. A. M. S/ Filiación

Nº de Orden:273.-
Libro de Sentencias Nº 50

/NIN, a los 24 días del mes de Noviembre del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores PATRICIO GUSTAVO ROSAS, JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, en causa Nº 43577 caratulada: "L. E. I. Y L. R. C/ SUC. DE C. A. M. S/ Filiación", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Guardiola, Castro Durán y Rosas.-

La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

1a.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

2a.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Sr. Juez Dr. Guardiola dijo:
En la sentencia dictada a fs. 298/303 se hizo lugar a la acción de filiación deducida por E. I. y R. E. N. L. contra A. H. C. en calidad de sucesor de A. M. C., declarándolos hijos de éste y en lo que interesa en orden al recurso deducido fijando el daño moral para cada uno de los reclamantes en la suma de $2.500. Para su admisión y cuantificación valoró la sentenciante que el reclamo alimentario de la madre de los actores alegando la paternidad que fue respondida con una cerrada negativa del causante, fue efectuado dos meses antes de su óbito y que ha de ser su heredero quien ha de responder por la omisión paterna. Aprecia también la actitud de aquellos frente a la falta de reconomiento, de la que da cuenta la pericia psicológica y las condiciones económicas de las partes.

Apelado el pronunciamiento únicamente por los actores (fs. 310), los agravios expresados a fs. 317/323, que no reciben réplica de la contraria, versan sobre la cuantificación del perjuicio y la omisión en determinar sobre el importe correspondiente intereses tal como se pidieran en la demanda y que entienden deben fijarse a la tasa activa desde el 23 de septiembre de 2003, fecha en que su madre interpeló extrajudicialmente al padre biológico. 

Firme el llamado de autos para sentencia de fs. 328, las actuaciones se encuentran en condiciones de ser resueltas (art. 263 del CPCC)

Reiteradamente he expresado (ver a título ejemplificativo mi voto en Expte. Nº 40261 LS 46 nº 40 sentencia del 24 de febrero de 2005) que "incuestionable resulta el derecho que toda persona tiene a conocer su identidad personal, una de cuyas facetas más significativas se relaciona con el origen biológico, y a ser reconocido por sus progenitores para de ese modo obtener emplazamiento en el estado de familia que le corresponde (v. Pizarro Ramón Daniel "Daño moral" p. 528). Dicho derecho, consagrado precursoramente por Vélez Sarsfield en el art. 325 del C. Civil, tiene hoy base normativa no solo en la ley 23264 sino en pactos internacionales de jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 CN, Convención sobre los Derechos del Niño arts. 7 y 8, Convención Americana sobre Derechos Humanos arts. 17 y 19, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos art. 24; v. Bidart Campos G. "Paternidad extramatrimonial no reconocida voluntariamente e indemnización por daño moral al hijo: un aspecto constitucional" ED 128-330).
De allí que el reconocimiento no es una conducta optativa para el progenitor sino un deber moral y legal insoslayable cuando conoce haber engendrado al interesado (Mazzinghi Jorge A. "Derecho de Familia" To. 4 p. 96). Como ha dicho el Dr. Negri en voto que hizo mayoría en fallo que es un verdadero "leading case" y precisa la doctrina legal de la SCBA en la materia (Ac 59680 S 28-4-98 public. ED del 16-2-99), "el carácter voluntario del reconocimiento no lo convierte en un acto de arbitrariedad, ni lo desliga de principios fundamentales de derecho como el de no dañar a otro y el de dar a cada uno lo suyo, bases del ordenamiento jurídico positivo". 

Consecuentemente, el negarse voluntariamente a establecer la filiación constituye una conducta antijurídica (expresamente sancionada con la indignidad paterna para sucederlo art. 3296 bis CC y con la pérdida de usufructo art. 287 CC, "Que el no reconocimiento de un hijo extramatrimonial es un ilícito, queda fuera de duda" Bidart Campos "La filiación verdadera" ED 162-246) que,"de darse todos los presupuestos de la responsabilidad civil obliga a reparar. Con ello queremos señalar que no basta el no reconocimiento para generar la responsabilidad sino que, además, deben darse todos los presupuestos que obligan a reparar. Es decir que la falta de reconocimiento debe ser dolosa o culposa, debe además haberse producido un daño y existir relación de causalidad entre el no reconocimiento y el daño" (Medina Graciela "Daños en el derecho de familia" p.122)."

Con esto último reitero mi opinión ya exteriorizada al votar en causa nº 36905 LS 43 nº de orden 325 sent. del 17/9/2002 "P,M c/ B,H.A s/ Divorcio", cuando al ocuparme del tema del daño moral en el divorcio, hice propios los argumentos de la posición que podríamos denominar intermedia del plenario de la CNCiv del 20-9-94 (ED 160-162) en el sentido de que descartar o aplicar la normativa que regula los hechos ilícitos a las relaciones y deberes derivados del vínculo familiar, sin más de forma automática e indiscriminada, ya sea por la especialidad del Derecho de Familia o por el carácter general de las normas del responder civil, sin la visión específica de aquella rama y descarnadamente de la realidad a la que se aplican, importa una simplificación inadecuada, al menos para una valoración judicial, y que no basta la procedencia de la acción -divorcio por culpabilidad del cónguye o en el caso reclamo de filiación- para que proceda el resarcimiento del daño moral, si no se encuentran reunidos los presupuestos comunes de antijuricidad, culpabilidad, relación causal y daño debidamente comprobado. O para decirlo generalizando las palabras del Dr. Galmarini que en dicha oportunidad cité: "no es que las normas de los hechos ilícitos penetran en el Derecho de Familia, sino que la conducta del ofensor adquirió tal trascendencia que excedió, desbordó la protección de la familia que hace a lo propio de esa especialidad del Derecho, y por ello su comportamiento y consecuencias dañosas lo colocaron en el marco general de la responsabilidad civil"

Así cobra particular relevancia la aclaración del Dr. Hitters al introducirse al tratamiento del agravio moral en la citada causa cuando expresa "los argumentos que expondré no deben generalizarse, ya que dependen de la situación particular de cada pleito, por ejemplo, la edad del legitimado activo, los resultados de los análisis o los motivos que ha tenido el progenitor para negarse a hacérselos; y muy especialmente las causas invocadas para desconocer la paternidad, por ejemplo, razonables dudas de haber tenido relaciones íntimas con la madre aptas para engendrar, etc" o la reflexión de Borda (Familia nº 760 p. 84/5) en el sentido de que el padre declarado tal no será responsable de los daños causados por la falta de reconocimiento o la negativa de la paternidad si tenía motivos fundados para no creer en ella, a raíz de que probara la exceptio plurium concubentium u otras circunstancias que lo autorizaran a dudar legítimamente de su condición de padre." (Exptes. Nº 37507 LS 43 nº 560 13/12/2002 y 39515 LS 45 nº 354 10/8/04) 

En otras palabras, como dijo el Dr. Brignardello en voto al adherí ( expte. Nº 38.122 LS 44 nº 456 sent. del 16-9-2003) "La doctrina precedentemente reseñada rescata como elemento central definitorio de la conducta antijurídica el negarse voluntariamente al reconocimiento. "Con ello queremos señalar que no basta el no reconocimiento para generar la responsabilidad sino que, además, deben darse todos los presupuestos que obligan a reparar. Es decir que la falta de reconocimiento debe ser dolosa o culposa, debe además haberse producido un daño y existir relación de causalidad entre el no reconocimiento y el daño" (Graciela Medina, "Daños en el derecho de familia", pág. 122)".-

"El presupuesto que se considera indispensable para generar la obligación reparatoria se expresa en la doctrina legal de la Suprema Corte en los siguientes términos: "La negativa infundada al reconocimiento de un hijo provoca en éste un agravio moral que debe ser resarcido" (Ac. 59680 S 28-4-1998; Sum. JUBA B24559)"." 

Es decir no es el hecho material de la falta de reconocimiento que per se genera responsabilidad civil, sino que es necesario que concurran los restantes presupuestos: atribución subjetiva, daño y relación causal. De manera que se trata de una responsabilidad subjetiva, con fundamento en la culpa o dolo de quien, sabiendo o debiendo saber que es padre, se sustrajo de su deber jurídico ( CC0002 AZ 51715 RSD-154-8 S 28-10-2008, Juez GALDOS JUBA B3101421). Así, entre las eximentes señala Medina, por ejemplo, la falta de culpa cuando se ignore la paternidad, el caso fortuito, o la imposibilidad de reconocerlo ("Responsabilidad Civil por la falta o nulidad del reconocimiento del hijo. Reseña jurisprudencial a los diez años del dictado del primer precedente", J.A.1998-III-1172, punto IV; "Daño extrapatrimonial en el derecho de familia y el proyecto de Código Civil unificado de 1998" en Revista de Derecho de Daños Nº6 " Daño moral " pág. 71; "Prueba del daño por la falta de reconocimiento del hijo", en Revista de Derecho de Daños Nº4, "La prueba del daño-I" pág.111 y "Daños en el Derecho de Familia" pág.124 NºIV; ver asimismo mi voto en fallo publicado en JUBA B1600216). Se trata entonces de una responsabilidad subjetiva ( no objetiva Gregorini Clusellas Eduardo L, "El daño moral en la negativa de filiación y la legitimación al resarcimiento", La Ley, 1995-C, 405; CC0000 JU 34532 RSD-28-41 S 12-2-2000, Juez VENINI JUBA B1600078), con fundamento en la culpa o dolo de quien sabiendo, o debiendo saber, que es padre, se sustrajo a su deber jurídico, o como dice Zannoni, "se atribuirá responsabilidad a quien no pueda justificar un error excusable que obsta a la culpabilidad de quien, más tarde, es declarado el padre o la madre ( "Responsabilidad civil por el no reconocimiento espontáneo del hijo", en anotación a fallo C.N.Civ. Sala F 19/10/89 "R., E.N. c M., H.E." L.L.1990-A-3).

Es con la reticencia o negativa injustificada, a pesar de tener o poder tener conocimiento de su paternidad que se halla configurado el ilícito y a partir de allí debe hacerse cargo de las consecuencias dañosas de su omisión, no siendo por ausencia de relación causal ello abarcativo de los perjuicios anteriores derivados de la falta de emplazamiento familiar (CC0100 SN 991693 RSD-57-99 S 20-4-1999, LLBA 2001, 145) y de los intereses moratorios consiguientes hasta el efectivo pago (arts. 1109, 1074, 1067, 901,906, 1078, 622 CCivil ver esta Cámara Expte 42162 RSD-15-49 S 15-2-2008; CC0100 SN 9037 RSD-191-8 S 9-12-2008, Juez TELECHEA JUBA B858372) 

En el sub-lite con la categórica y comprobada negativa del Sr. A. C. de que da cuenta el acta de fs. 12, descartando con ella toda posibilidad de develar alguna incertidumbre que razonablemente pudiera albergar de su paternidad y que post-mortem fuera establecida por análisis cadavérico de ADN, resulta evidente lo injustificado de tal proceder y enervada como eximente la circunstancia del escaso lapso transcurrido desde la fecha de la misma hasta su deceso.

No surge de la prueba rendida un reclamo o situación anterior de los que verosimilmente se infiera el posible conocimiento de la realidad biológica de los actores, lo que ni siquiera fue alegado en la demanda por la madre por entonces representante de aquellos (ver fs. 13vta. in fine) y que encuentra corroboración en el hecho de que recursivamente se pretenden intereses desde la mencionada petición de alimentos. Ninguna relevancia ni siquiera indiciaria tiene al efecto la donación de un inmueble que anteriormente hubiere efectuado el causante a su hijo ahora demandado (arts. 375,384 y 163 inc. 5 CPCC).

Por consiguiente es desde ese momento en que debe ser recepcionado el detrimento moral experimentado ya sea que veamos en la esencia o naturaleza de tal daño un atentado a un derecho de la personalidad o a un interés extrapatrimonial o veamos en él una alteración al equilibrio espiritual del sujeto (CC0103 LP 215746 RSD-43-94 S 10-3-1994, Juez RONCORONI JUBA B200808), debiendo computarse a efectos de su evaluación del daño el tiempo transcurrido hasta el judicial emplazamiento decidido por la sentencia en revisión (13/4/2009) por imperio del art. 163, inc. 6°, 2° párrafo del C.P.C.C (CC0001 ME 108888 RSD-174-5 S 15-11-2005, Juez IBARLUCIA JUBA B600203), al tratarse tal prolongación en el tiempo de una consecuencia directa, con la salvedad a la que me referiré, de la omisión del causante (art. 247 C. Civil), por la que habrá de responder el demandado por su exclusiva calidad de sucesor universal en los límites de la herencia recibida (arts. 254, 3363,3371, 3372 y conc. C. Civil). Estimo que deberá detraerse el período transcurrido desde el fallecimiento del Sr. C. (18/12/2003 ver fs. 6) hasta el inicio (6/8/2004) de la necesaria acción judicial, ya que durante el mismo ha sido la omisión de reclamo de la madre como representante legal de aquellos la que ha que operado la fractura del nexo causal, agravando temporalmente la extensión del daño, sin posibilidad alguna de suplirse su inacción (art. 906 C. Civil). 

En razón de ello, teniendo en cuenta el carácter resarcitorio de la indemnización por este tipo de daño (SCBA, Ac 90751 S 18-7-2007 , Juez HITTERS) y que las sumas a fijarse no deben ser simbólicas sino aptas para reparar en la medida de lo posible la entidad objetiva del menoscabo ( ver Pizarro "Daño moral" p. 340 y ss), es que propicio la elevación de los importes establecidos a $ 6.500 para cada uno de los actores, con más intereses desde el 8 de octubre de 2003 (fecha en que anoticiado del reclamo exteriorizó el causante su negativa).

En lo que hace a la tasa a la que deben ser calculados los accesorios, teniendo en cuenta lo resuelto recientemente por la SCBA en causas C. 101.774, "Ponce, Manuel Lorenzo y otra contra Sangalli, Orlando Bautista y otros. Daños y perjuicios" y L. 94.446, "Ginossi, Juan Carlos contra Asociación Mutual U.T.A. Despido", ambas en acuerdo del 21 de octubre del corriente año, ha de ser la pasiva esto es la que paga el Banco de la Provincia de la Bs. As. en los depósitos a plazo fijo a treinta días en los distintos períodos de aplicación. 

Las costas de Alzada, habida la cuenta la falta de oposición del demandado y la calidad de sucesor en que interviene, estimo razonable según lo dispuesto por el art. 68 in fine CPCC disponerlas en el orden causado.

ASI LO VOTO 

Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Guardiola, dijo:
Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

I.- MODIFICAR la sentencia apelada elevando las sumas fijadas por indemnización de daño moral a las sumas de $ 6.500 para cada uno de los actores, con más intereses a la tasa pasiva desde el 8 de octubre de 2003 y hasta el efectivo pago. Costas de Alzada por su orden. Déjase sin efecto la regulación de honorarios practicada por la acción acumulada de indemnización de daño moral (art. 274CPCC) y difiérese la regulación de honorarios profesionales de Alzada hasta que se practique una nueva determinación de los emolumentos por la actuación en la instancia anterior según lo aquí decidido (arts. 23, 31 y 51 de la ley 8904).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs.As), 24 de Noviembre de 2.009.-

AUTOS Y VISTO:
Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
I.- MODIFICAR la sentencia apelada elevando las sumas fijadas por indemnización de daño moral a las sumas de $ 6.500 para cada uno de los actores, con más intereses a la tasa pasiva desde el 8 de octubre de 2003 y hasta el efectivo pago. Costas de Alzada por su orden. Déjase sin efecto la regulación de honorarios practicada por la acción acumulada de indemnización de daño moral (art. 274CPCC) y difiérese la regulación de honorarios profesionales de Alzada hasta que se practique una nueva determinación de los emolumentos por la actuación en la instancia anterior según lo aquí decidido (arts. 23, 31 y 51 de la ley 8904).

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
